El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO / CONDENA EN COSTAS / NO SE MOTIVÓ LA ABSOLUCIÓN A FAVOR DEL DEMANDANTE.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
Mediante sentencia del 8 de agosto de este año, el juzgado accionado decidió negar las pretensiones de la demanda y declaró que “no hay condena en costas para la parte actora, como quiera que no aparecen causadas”. (…)
El 14 del citado mes, el aquí accionante solicitó se adicionara esa decisión a efecto de que se condenara a la parte demandante al pago de agencias en derecho, al ser este un deber del despacho judicial. Citó los artículos 361 y 366 del Código General del Proceso y precedente de la Corte Constitucional relativo a los criterios aplicables en el trámite de la liquidación de costas. (…)
Por auto del 27 de agosto último la funcionaria accionada negó la solicitud de adicción como quiera que en momento alguno se omitió resolver sobre la imposición de costas; por el contrario, en el fallo, con claridad, se expresó que no habría condena en ese sentido al no aparecer causados tales valores. (…)

La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. (…)

En este caso, de acuerdo con las pruebas recogidas, desconoció la funcionaria accionada las normas que se acaban de transcribir, pues en la sentencia por medio de la cual se negaron las pretensiones de la demanda, sin justificación alguna, se abstuvo de imponer la respectiva condena en costas a quienes resultaron vencidos; sin que hubiese motivado esa decisión, pues se limitó a decir, en la parte resolutiva, simplemente que no aparecían causadas.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, septiembre diecisiete (17) de dos mil diecinueve (2019)

Acta No. 442 del 17 de septiembre de 2019


Expediente No. 66001-22-13-000-2019-00614-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Luis Horacio Zapata Pareja contra el Juzgado Primero de Familia  de esta ciudad, a la que fueron vinculados El Palmar Conjunto Cerrado No. 3 P.H., la señora María Lucelly Serna Bedoya y el delegado del Ministerio Público para asuntos de familia.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante los hechos que a continuación se resumen:

1.1 El Palmar Conjunto Cerrado No. 3 P.H. promovió en su contra proceso de levantamiento de la afectación a vivienda familiar respecto del bien ubicado en la calle 101 No. 16d-12, casa 47, El Palmar, del barrio Belmonte de esta ciudad.

1.2 Mediante sentencia del 8 de agosto pasado el juzgado accionado resolvió negar las pretensiones de la demanda; sin embargo, no condenó en costas a la demandante porque no aparecían causadas.

1.3 El 14 del citado mes presentó solicitud de adición del fallo, a efecto de que se condenara a esa parte al pago de agencias en derecho y se le sancionara por temeridad y mala fe. En ese escrito aludió a las normas procesales que regulan la materia y a la jurisprudencia de la Corte Constitucional relativa a los criterios aplicables en el trámite de la liquidación de costas.
1.4 La juez demandada decidió negar esa petición con sustento en que “como no hubo condena en costas, tampoco cabe las agencias en derecho”.

1.5 La posición asumida por esa funcionaria es errada ya que, según ella, para decretar las agencias en derecho se requiere de la existencia de expensas y gastos procesales, es decir que pretende establecer un vínculo entre las costas y aquellos valores. 
1.6 Lo anterior configura un defecto procedimental y le causa un perjuicio irremediable. Además constituye una violación al régimen disciplinario. 
1.7 El proceso adelantado es de única instancia y por tanto carece de otros medios de defensa judicial, máxime que lo que pretende no es acceder a una segunda instancia sino al cumplimiento de la ley.
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso, al ejercicio del recurso judicial efectivo, al acceso a la administración de justicia y a la igualdad. Para su protección solicita: a) dejar sin efecto el auto proferido el 27 de agosto último; b) ordenar al juzgado accionado resolver nuevamente la adición de la sentencia “condenando y liquidando en agencias en derecho a la parte demandante en el proceso. Amén, de sancionar la temeridad y mala fe conque (sic) actuó, ampliamente demostrado” y c) al hallarse demostrada la actuación irregular de la funcionaria accionada, en aplicación del principio de economía procesal, trasladar la queja disciplinaria al Consejo Seccional de la Judicatura. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Mediante proveído del pasado 4 de septiembre se admitió la acción y se ordenó vincular a El Palmar Conjunto Cerrado No. 3 P.H. Por auto del 10 del citado mes se hizo lo propio respecto de la señora María Lucelly Serna Bedoya y del delegado del Ministerio Público para asuntos de familia.
2. En el curso de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del juzgado accionado manifestó, luego de hacer un recuento de las actuaciones del proceso, que esa actuación se adelantó de conformidad con las normas aplicables y no se evidencia vulneración ni defecto alguno.
2.2 El representante legal de El Palmar Conjunto Cerrado No. 3 P.H. indicó que se acogía al fallo proferido por el despacho judicial demandado.
2.3 El delegado del Ministerio Público para asuntos de familia refirió que en este caso se reúnen los presupuestos generales de procedibilidad de la tutela frente providencias judiciales; también los específicos porque el juzgado accionado incurrió en error al no imponer condena en agencias en derecho a cargo de la parte demandante, a pesar de que sus pretensiones fueron despachadas desfavorablemente, ya que de conformidad con el artículo 366 del Código General del Proceso esos valores se conceden a favor de la parte que resultó victoriosa en el proceso, así haya litigado personalmente. Sugirió conceder el amparo invocado.
3. La señora María Lucelly Serna Bedoya guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, que concede a todos los ciudadanos el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a este tribunal determinar si en este caso procede la tutela para dejar sin efecto el auto por medio del cual se resolvió sobre la solicitud de adición del fallo formulada por el actor. De serlo, se establecerá si se lesionaron los derechos fundamentales cuya protección reclama.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones.
Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa” 

4. Las pruebas incorporadas al expediente, para lo que al caso interesa, acreditan los siguientes hechos:
4.1 La representante legal de El Palmar Conjunto Cerrado No. 3 P.H., por medio de apoderado, interpuso en contra de los señores Luis Horacio Zapata Pareja y María Lucelly Serna Bedoya demanda para obtener el levantamiento de la afectación a vivienda familiar del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-106125, ubicado en la calle 101 No. 16d-12, casa 47, barrio Belmonte de esta ciudad. También solicitó se condenara a los accionados a pagar los gastos, costas y agencias en derecho
. 
4.2 El señor Luis Horacio Zapata Pareja contestó la demanda, propuso como excepciones las de inexistencia de obligación, cobro de lo no debido, cosa juzgada y temeridad, mala fe y abuso del derecho, y solicitó se condenara a la parte actora al pago de perjuicios, costas y agencias en derecho
.
4.3 Mediante sentencia del 8 de agosto de este año, el juzgado accionado decidió negar las pretensiones de la demanda y declaró que “no hay condena en costas para la parte actora, como quiera que no aparecen causadas”. 

Además frente a los medios exceptivos propuestos por el actor dijo, con sustento en precedente de esta Sala, que ningún pronunciamiento se podría realizar al respecto teniendo en cuenta la no prosperidad de las pretensiones
.

4.4 El 14 del citado mes, el aquí accionante solicitó se adicionara esa decisión a efecto de que se condenara a la parte demandante al pago de agencias en derecho, al ser este un deber del despacho judicial. Citó los artículos 361 y 366 del Código General del Proceso y precedente de la Corte Constitucional relativo a los criterios aplicables en el trámite de la liquidación de costas. Frente a la decisión de no estudiar las excepciones de mérito planteadas, dijo que es de suma gravedad negarse a imponer sanción por temeridad y mala fe y procedió también a transcribir normas procesales y jurisprudencia que consideró aplicables al caso
.

4.5 Por auto del 27 de agosto último la funcionaria accionada negó la solicitud de adicción como quiera que en momento alguno se omitió resolver sobre la imposición de costas; por el contrario, en el fallo, con claridad, se expresó que no habría condena en ese sentido al no aparecer causados tales valores. De igual manera, “en el rubro que corresponde a las costas, de hacerse la condena, también se incluyen las agencias en derecho, que corresponden a los gastos de apoderamiento judicial, que el juez debe reconocer discrecionalmente a favor de la parte vencedora, atendiendo los criterios de los numerales 3º y 4º del artículo 366 del Código General del Proceso, pero en todo caso, como ya se dijo, no hubo condena en costas, y en ese sentido no se pueden incluir aquellas”
.
5. En el asunto bajo estudio se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) se cumple el presupuesto de la subsidiariedad pues al tratarse de un proceso de única instancia, el actor solamente podía pedir la adición del fallo para solicitar a lo que por este medio pretende acceder y a ello efectivamente procedió; c) se satisface el requisito de la inmediatez porque el auto que resolvió sobre esa solicitud de adición se dictó el 27 de agosto de este año; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
6. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, de la lectura integral del escrito por medio del cual se formuló la acción, se infiere que el actor considera lesionados los derechos cuya protección demanda, porque el juzgado demandado se abstuvo de imponer condena en costas a la parte demandante, a pesar de que resultó vencida en el proceso que en su contra promovió, con fundamento, según dice, en una errada interpretación de las normas que rigen el trámite para imponerlas, y al resolver de manera desfavorable la solicitud que elevó para que se adicionara el fallo, “condenando y liquidando en agencias en derecho a la parte demandante”.
La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:
“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental….” 

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

7. Considera la Sala que como medio para proteger el derecho a un debido proceso, la acción de tutela está llamada a prosperar respecto de la sentencia proferida, en la que se abstuvo de imponer condena en costas.

En efecto, dice el artículo 365 del Código General del Proceso, en lo pertinente:

“En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código.”
Y el 366 de la misma obra, en el numeral 3, establece:

“Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas:

3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado...”
Las costas procesales están integradas entonces por las expensas y gastos sufragados durante el curso del proceso y por las agencias en derecho. Además, de acuerdo con ese último numeral, la liquidación de costas incluirá el valor de esas agencias, aunque se intervenga sin apoderado.

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Al respecto, la Corte ha entendido que las costas procesales son aquellos gastos en que incurre una parte por razón del proceso. Esa noción comprende tanto las expensas como las agencias en derecho. Las expensas son las erogaciones distintas al pago de los honorarios del abogado, tales como el valor de las notificaciones, los honorarios de los peritos, los aranceles, entre otros. Las agencias en derecho corresponden a los gastos por concepto de apoderamiento dentro del proceso, que el juez reconoce discrecionalmente a favor de la parte vencedora atendiendo a los criterios sentados en el artículo 366 del Código General del Proceso, y que no necesariamente deben corresponder a los honorarios pagados por dicha parte a su abogado.” 

En términos similares se pronunció la misma Corporación en sentencia C-043 de 2004, con ponencia del Magistrado Marco Gerardo Monroy Cabra.

Las agencias en derecho corresponden en consecuencia a la estimación que hace el juez de la suma que quien resulte vencido en un proceso debe pagar a la contraparte por concepto de honorarios de abogado, bien porque confió esa labor a un tercero o haya actuado personalmente por permitírselo la ley; siempre se han considerado como una indemnización debida al litigante que ha triunfado en el proceso, quien, de acuerdo con la posición que asuma, se ha visto obligado a promover o afrontar una actuación judicial para que le sea reconocido un derecho en disputa.

En este caso, de acuerdo con las pruebas recogidas, desconoció la funcionaria accionada las normas que se acaban de transcribir, pues en la sentencia por medio de la cual se negaron las pretensiones de la demanda, sin justificación alguna, se abstuvo de imponer la respectiva condena en costas a quienes resultaron vencidos; sin que hubiese motivado esa decisión, pues se limitó a decir, en la parte resolutiva, simplemente que no aparecían causadas.

Sobre el defecto por falta de motivación, ha dicho la Corte Constitucional:

“Desde muy temprano en la doctrina constitucional sobre la materia, esta Corporación ha recalcado de manera enfática la necesidad de sustentar los argumentos que llevan al juez a adoptar una decisión. En efecto, en la sentencia C-037 de 1996, analizando la constitucionalidad del artículo 55 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, la Corte sostuvo:
 
“no cabe duda que la más trascendental de las atribuciones asignadas al juez y la que constituye la esencia misma del deber constitucional de administrar justicia, es la de resolver, con imparcialidad, en forma oportuna, efectiva y definitiva los asuntos que los sujetos procesales someten a su consideración (Art. 228 C.P.). Para ello, es indispensable, como acertadamente se dice al inicio de la disposición que se revisa, que sean analizados todos los hechos y asuntos planteados dentro del debate judicial e, inclusive, que se expliquen en forma diáfana, juiciosa y debidamente sustentada, las razones que llevaron al juez para desechar o para aprobar los cargos que fundamenten el caso en concreto”.
(Subrayado fuera de texto)
 
En similar sentido, tratándose de asuntos de naturaleza civil, la Corte ha señalado reiteradamente – fundamentada en el principio de congruencia contenido en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil – que la falta de resolución sobre las pretensiones o excepciones formuladas al interior de un proceso puede derivar en el desconocimiento del derecho al debido proceso, siempre y cuando tal omisión resulte en la imposibilidad de ejercer, de manera real y efectiva, el derecho de defensa…” 

En decir que se torna arbitraria la actuación del juzgado de conocimiento no solo por el hecho de proceder al margen del ordenamiento procesal, sino porque carece de todo fundamento la decisión de que se trata, pues se reitera, si el demandado en ese proceso, quien actúa a nombre propio, intervino para contestar la demanda y proponer excepciones, y además obtuvo sentencia favorable, inexorablemente se imponía la condena en costas a su favor, que incluye las agencias en derecho.

De esa manera las cosas, se concluye que se comprometió de manera importante el debido proceso de que es titular el accionante y por ello, se concederá el amparo solicitado. En consecuencia, se dejará sin efecto el numeral 2º de la sentencia proferida y se ordenará a la funcionaria demandada pronunciarse nuevamente en relación con las costas causadas.
8. Respecto de la pretensión dirigida a obtener se compulsen copias al Consejo Seccional de la Judicatura a fin de investigar disciplinariamente a la juez demandada por aquellas irregularidades, baste decir que la acción de tutela está concebida como un mecanismo excepcional de protección de derechos fundamentales y no para elevar esa clase de solicitudes, máxime cuando estas pueden ser formuladas directamente por el peticionario.
9. Finalmente teniendo en cuenta que en este caso se está ante un posible patrocinio del ejercicio ilegal de la abogacía, de conformidad con los artículos 24, 25, 41 y 42 del Decreto 196 de 1971, se compulsarán copias ante el Consejo Seccional de la Judicatura para que se investigue el proceder de la funcionaria accionada.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: Conceder la tutela solicitada por Luis Horacio Zapata Pareja contra el Juzgado Primero de Familia de esta ciudad, a la que fueron vinculados El Palmar Conjunto Cerrado No. 3. P.H., la señora María Lucelly Serna Bedoya y el delegado del Ministerio Público para asuntos de familia.

SEGUNDO: En consecuencia, se deja sin efecto el numeral 2º de la sentencia proferida el 8 de agosto de 2019 y se ordena a la funcionaria demandada que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, se pronuncie nuevamente en relación con las costas causadas, en el proceso a que se refieren los hechos del escrito con el que se formuló esta acción.

TERCERO: Compúlsense copias ante el Consejo Seccional de la Judicatura a efecto de que se investigue el proceder de la funcionaria accionada, respecto de la conducta de patrocinio del ejercicio ilegal de la abogacía. 
CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folios 20 a 22


� Folios 23 a 35


� Folios 65 a 69


� Folios 70 a 72


� Folio 73


� Sentencia T-012 de 2016, MP. Luis Ernesto Vargas Silva


� Sentencia T 625-2016.


� Corte Constitucional: Sentencia T-233 de 2007 (cita original de la jurisprudencia transcrita).


� Sentencia T-416 de 2016, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio
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